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10.Justicia, prisiones y política interior

1.7.3.2. Protocolos de intervención
...

Además, en relación con los protocolos de intervención hemos de aludir a las quejas que recibimos 
relatando demoras y dilación en la tramitación de procedimientos judiciales relacionados con maltrato 
a personas menores de edad. 

Sobre este asunto resulta ejemplificativa la queja de una persona interesada que nos relató los diferentes 
incidentes ocurridos tras denunciar presuntos abusos sexuales padecidos por su hija, de 3 años de edad. 
Se quejaba de los farragosos trámites procesales que hubo de soportar, en especial de los incidentes 
acaecidos para dilucidar la competencia territorial entre dos juzgados. Este conflicto territorial demoró 
la evaluación de su hija por parte de personal especializado y la postre, según su apreciación, derivó en 
la imposibilidad de indagar en profundidad en el testimonio que pudiera aportar la menor, condicionando 
por tanto la resolución de sobreseimiento provisional de las diligencias por parte del órgano judicial.

Hemos de recordar que la intervención de un Equipo de intervención en casos de abuso sexual, 
atiende a los criterios de actuación ante supuestos de malos tratos a menores previstos en el Protocolo 
de Coordinación entre Administraciones (Orden de 11 febrero 2004). Dicha intervención en casos de 
abuso sexual responde a la necesidad de obtener un diagnóstico y evaluación de un supuesto de abuso 
sexual realizado por profesionales independientes, especializados en dicha intervención, y que eviten 

en lo sucesivo repetir entrevistas y exploraciones 
innecesarias a la víctima, menor de edad, añadiendo 
nuevo daño al ya sufrido con el abuso sexual. 

Ahora bien, nos encontramos con el inconveniente 
de que la intervención de este Equipo, a salvo de 
que fuese ordenada por un juzgado, requiere del 
consentimiento de los padres o tutores del menor 
que se ha de someter a la evaluación, habiendo de ser 
resueltas también en sede judicial las discrepancias 
que al respecto pudieran existir entre ambos 
progenitores (queja 18/4238).

1.7.6. Responsabilidad penal de menores
La Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, confiere 

a la respectiva Comunidad Autónoma la titularidad y responsabilidad para dar cumplimiento y ejecutar 
las medidas adoptadas por los juzgados de menores en sus sentencias firmes, hecho que queda reflejado 
en el artículo 61.3 del Estatuto de Autonomía de Andalucía, al establecer la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de menores infractores.

A tales efectos, dentro del catálogo de medidas de que disponen los juzgados de menores para sancionar 
las conductas de los menores infractores se distinguen dos bloques principales; unas medidas que se aplican 
en medio abierto, tales como la libertad vigilada o prestaciones en beneficio de la comunidad, y otras que 
implican el internamiento de menores en algún centro, bien fuere en régimen abierto, semiabierto o cerrado.

De entre las quejas que recibe esta Defensoría destacan las relativas a medidas de internamiento, quizás 
por tratarse de aquellas más restrictivas de derechos, que implican la convivencia en un entorno dotado 
de medidas de seguridad, sometido a normas internas de convivencia cuya transgresión conlleva medidas 
disciplinarias, y en las que el contacto con los profesionales que ejecutan la medida es muy intensa, por 
su continua relación con éstos.

Sobre este asunto, destacamos la favorable colaboración con esta Defensoría de los CIMI (centros de 
internamiento para menores infractores) en los que los menores cumplen medidas de responsabilidad penal, 
siendo creciente el número de quejas que nos remiten los propios menores, muchas de ellas redactadas 

“Demoras y dilación en la 
tramitación de procedimientos 
judiciales relacionados con 
maltrato a personas menores 
de edad”


